
“Ha sido bien complejo”, re-
conoció esta semana el ministro
de Educación, Nicolás Cataldo, a
los diputados de la comisión de
Educación, sobre la paralización
de profesores en Atacama. 

Eso sí, dijo no referirse solo a
esta última movilización, que du-
ró 85 días, sino que también a la
sucesivas interrupciones de cla-
ses en la región, que la posicionan
como “una de las que ha tenido
más tiempo de paralizaciones”.

“De hecho, si uno mira los últi-
mos años, la acumulación de días
es muy, muy grande. Supera los
200 días de paralización acumu-
lada, desde 2019 a la fecha”.

Así, más del 40% de la pérdi-
da de clases en la región ha sido
durante el período del ministro
Cataldo, quien asumió el 16 de
agosto.

La relación entre asistencia a
clases y desempeño se percibe:
los resultados del Simce 2022 en
Atacama evidencian que están
muy por debajo del promedio

nacional, como la región con
peores resultados. En 4º básico,
en Lectura, los estudiantes que
estuvieron en la categoría de
puntaje “adecuado” alcanzaron

el 25%, versus un 40% de logro a
nivel nacional. También se per-
cibe en quienes solo alcanzaron
un puntaje “insuficiente”, que
llegan al 38% en Atacama y se

eleva por sobre el 32% promedio
a nivel nacional.

En Matemáticas, el grado de
insuficiente en 4º básico llega al
56% en la región nortina, mien-
tras a nivel nacional es del 45%.
De igual modo, los estudiantes
con conocimientos “adecuados”
llegan al 13%, cinco puntos me-
nos que el 18% que se registró en
todo el país. 

Análisis de
especialistas

El coordinador académico del
CEP, Sebastián Izquierdo, apun-
ta a que “la región se ha caracte-
rizado por tener los peores lo-
gros de aprendizaje, incluso an-
tes de la pandemia, pero tam-
bién después de ella”.

En esa línea, el académico
concluye que, “a una región que
no estuvo ajena al cierre de es-

cuelas por la pandemia, ahora le
sumas bastantes más días de pa-
ro, y eso se va a traducir en que
los resultados de logros de
aprendizajes se van a ver más
perjudicados, al igual que los
indicadores de deserción”.

Ernesto Treviño, investiga-
dor del Centro de Justicia Edu-
cacional UC, plantea que la si-
tuación se compara “a ir al mé-
dico, pero no tomar la medici-
na”, y que los 200 días de clases
“equivalen a un año de educa-
ción en términos formales, de
calendario escolar”.

En ese sentido, puntualiza
que “es muy importante reto-
mar la continuidad de los servi-
cios educativos, y diseñar e im-
plementar planes específicos de
recuperación en Atacama, que
además es una región con varios
desafíos, como la falta de profe-
sores, entre otros”. 

Más del 40% de las jornadas perdidas han sido durante el período del actual ministro de Educación, Nicolás Cataldo

El complejo escenario de Atacama: registra más
de 200 días de paro escolar en los últimos años

DIERK GOTSCHLICH 

La región muestra los peores resultados en rendimiento escolar, antes y después de la pandemia, por lo que se anticipa que la
última paralización de profesores impacte incluso más en el desempeño de los alumnos.

Daño
profundo.
Los alumnos
de Atacama
perdieron casi
tres meses de
clases debido
a la paraliza-
ción impulsada
por el gremio
de profesores.
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Con arraigo nacional y prohi-
bición de acercarse al denuncian-
te quedaron tres militares deteni-
dos y dados de baja por la presun-
ta agresión a un inmigrante boli-
viano que intentó cruzar al país
por un paso no habilitado en Col-
chane, Región de Tarapacá.

Los imputados, un soldado de
tropa y dos conscriptos que fisca-
lizaban en el sector del “hume-
dal”, fueron formalizados por el
delito de apremios ilegítimos,
luego de ser denunciados por la
presunta víctima y su hermana la
mañana del miércoles, tras rein-
gresar a territorio nacional.

Además, los extranjeros seña-
laron que los militares les robaron
3 mil bolivianos y 200 dólares, de
acuerdo con el parte policial.

Según señaló la fiscal (s) del Ta-
marugal, Daniela Campusano,
durante la formalización en el
Tribunal de Garantía de Pozo Al-
monte, “todo ocurrió el pasado
miércoles entre las 10:00 y 11:00
horas, cuando los imputados,
funcionarios del Ejército, fiscali-
zaron a la víctima boliviana, a
quien solicitaron se lanzara al
suelo, se arrastrara por un rango
de 20 metros y amenazaron con
el armamento militar”.

La persecutora aseguró que el
boliviano “recibió golpes de pies
y puños y fue azotado en su es-

palda y plantas de los pies con un
cable de teléfono”. Luego de la
presunta agresión, según la fun-
cionaria del Ministerio Público,
los uniformados le habrían orde-
nado que abandonara el país de
vuelta hacia Bolivia.

“Te doy cinco minutos para
que te regreses a tu país”, le dije-
ron los uniformados al extranjero
para que corriera hasta una zanja
que muestra el límite entre ambas
naciones, dijo la fiscal.

Previo a la formalización, el de-
fensor penal público Eduardo Ca-
brera cuestionó la legalidad de la
detención, alegando que la pre-
sunta víctima hacía ingreso por
un paso no habilitado, situación
ilícita que no se pondera respecto
de la función de militar de sus tres
representados “de intachable
conducta y con hasta dos años de
servicio en el Ejército”.

Para el magistrado Raúl San-
tander, los antecedentes de la de-
tención expuestos por la fiscalía
“tienen ribetes de delitos”, al ha-

berse comprobado lesiones en el
afectado, sumado a las diligencias
hechas por el OS9 de Carabineros
que no fueron cuestionadas.

“Los tres abusan de su cargo de
militar, realizando esta fiscaliza-
ción con apremios ilegítimos”, ar-
gumentó la fiscal.

Versión del Ejército

Mediante un comunicado, la
Jefatura de la Fuerza Fronteriza
Tarapacá del Ejército, sostuvo
que conforme a la normativa,
“entregó a las autoridades de jus-
ticia todos los antecedentes, con
el fin de esclarecer los hechos,
además de disponerse el licencia-
miento del servicio (baja) de los
involucrados”. 

Además, aseguró que “rechaza
en forma enérgica y categórica
cualquier tipo de conducta que se
aleje de los valores y virtudes mi-
litares”. 

El tribunal decretó un plazo de
90 días de investigación.

En Colchane, Región de Tarapacá:

Ejército da de baja a tres soldados
por presunta agresión a boliviano
que ingresaba por un paso irregular

Extranjero denunció haber sido atacado con golpes de puños y
pies, además de azotado en la espalda y en los pies. 
DAVIED JAIME Norte .

El caso denuncia-
do por el ciudada-
no boliviano tiene
su origen en
Colchane, uno de
los puntos prefe-
ridos para la
inmigración
irregular.M
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Tras la prolongada movilización docente en Ataca-
ma, se abrió el debate sobre quién responde por el
irreparable impacto que produce la interrupción de
clases en los alumnos.

María Teresa Romero, presidenta de la Fundación
Escuelas Abiertas, apunta que el proyecto de nueva
Constitución alude al incumplimiento de las autorida-
des en paros como el recién culminado en el norte.

En detalle, el texto indica en el capítulo de Derechos
Fundamentales que “las autoridades de las institucio-
nes educacionales de todo nivel deberán velar por el
respeto al interior de la comunidad educativa, adop-
tando las medidas necesarias para prevenir o sancio-
nar actos que afecten gravemente el orden o la convi-
vencia. La ley contemplará las facultades y atribucio-
nes necesarias para el ejercicio de este deber, así
como las responsabilidades por su incumplimiento”.

Y añade: “El Estado deberá garantizar la continui-
dad del servicio educativo en sus establecimientos

educacionales”.
Según Romero, aquello “consagra la obligación”

estatal, “lo que hoy no existe y se normaliza la parali-
zación de escuelas”. 

—¿Considera que con el texto habría un mayor
resguardo a los escolares ?

“Hace un mayor énfasis en garantizar el derecho a
educación que el que existe actualmente, con foco en
la sala de clases. Y con respecto al derecho preferente
de los padres, se hace énfasis especial y se liga tam-
bién con el derecho de educar a sus hijos conforme a
sus convicciones”. 

—¿Cómo evalúa el rol de la autoridades en una
paralización como la de Atacama?

“El Gobierno, y en especial el ministro de Educación,
deben priorizar el acceso a educación de todos los
niños del país. El capital político de quienes están a

cargo de Chile fue, justamente, en materia educacio-
nal sobre mejorar en calidad y equidad. Es imposible
que haya calidad y equidad si no se asegura el acceso
a las salas de clases”. 

—¿Cree que se tiene que suspender el proceso
de desmunicipalización, como piden algunos
legisladores y alcaldes? 

“Lo correcto es no retroceder, sino que modificar la
situación. A los colegios a cargo de municipalidades
con buenos resultados no hace sentido llevarlos a un
sistema que no está funcionando aún. Sin embargo, es
imprescindible mejorar adecuadamente el diseño de la
implementación, de traspasos y contratación de pro-
fesionales estrictamente idóneos. Se debe mejorar en
la responsabilización de quién toma las decisiones,
autonomía y contratación de expertos en gestión y
liderazgo en estas instituciones y que no respondan a
cuoteos políticos”. 

María Teresa Romero (Escuelas Abiertas) destaca que proyecto de 
Constitución señala que “el Estado debe garantizar la continuidad del servicio educativo”

María Teresa Romero, presidenta de Escuelas Abiertas.
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